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Carlos Augusto Durango Medina Vs Porvenir S.A.  Rad. 66001-31-05-001-2016-00030-01

siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 14 de mayo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2016-00030-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Carlos Augusto Durango Medina
Demandado:

Porvenir S.A.

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
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TEMAS:
BONOS PENSIONALES  / EMISIÓN, EXPEDICIÓN, REDENCIÓN Y PAGO / PROCESO DE SOLICITUD DE EMISIÓN DE BONOS PENSIONALES / CONSECUENCIAS QUE GENERA LA FALTA DE PRESENTACIÓN OPORTUNA DE LA SOLICITUD DE EMISIÓN Y PAGO DEL BONO PENSIONAL.
En cuanto a la redención de los bonos pensionales, si bien no hay una norma que defina cuál es su concepto, lo cierto es que al analizar los artículos 15 y 16 del Decreto 1748 de 1995, se infiere que por redención se debe entender el momento a partir del cual la obligación se hace exigible al emisor, estableciéndose en el artículo 20 de ese cuerpo normativo, que la redención normal del bono, por regla general, se efectúa en la fecha en la que el afiliado cumple los 62 años en el caso de los hombres y 60 años en el de las mujeres.

Ahora bien, una vez redimido el bono pensional en las edades previstas anteriormente, el pago del mismo se hace exigible, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 17 del precitado Decreto, el emisor pagará el bono a su legítimo tenedor dentro del mes siguiente a la fecha en la cual reciba de éste la solicitud de pago en la forma que el emisor haya establecido, sin embargo, para los bonos tipo A con redención normal no se requiere solicitud y se pagarán dentro del mes siguiente a fecha de redención. En todo caso, si el emisor o el responsable de cuota parte de un bono no pagaren dentro del plazo establecido en el inciso anterior, reconocerán automáticamente intereses de mora a partir de la fecha límite, a la tasa establecida en el artículo 12 ibídem. (…)
Prevé el artículo 20 del Decreto 656 de 1994, que es función de las administradoras de fondos de pensión adelantar por cuenta del afiliado, pero sin ningún costo para él, las acciones y procesos de solicitud de emisión de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su exigibilidad. (…)
En el artículo 21 del referenciado Decreto 656 de 1994, se determinan las consecuencias que genera el incumplimiento de los deberes asignados por el legislador a las administradoras de fondos de pensiones, estableciendo que cuando no existan recursos suficientes en la cuenta de ahorro individual para atender el pago de una pensión ante la falta de presentación oportuna, entre otras, de las solicitudes de pago de los bonos pensionales, por razones imputables a éstas, deberán reconocer pensiones provisionales con cargo a sus propios recursos y no a cargo de la cuenta de ahorro individual del afiliado.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Con todo respeto me aparto de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero que la decisión que llegó en alzada debía ser revocada porque el demandante no acreditó el requisito indispensable para la prosperidad de sus pretensiones, como fue declarado en primera instancia, y en esa medida prosperaba parcialmente el recurso de apelación presentado por la AFP demandada. (…)
Mantener la decisión de la a quo implicaba una clara violación de la cláusula constitucional que otorga el derecho a la pensión de vejez en el RAIS, siempre y cuando se cuente con el capital suficiente, circunstancia que no ocurrió en el plenario, pues se itera ninguna prueba fue allegada con dicho propósito.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, catorce de mayo de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la AFP PORVENIR S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 16 de mayo de 2018, dentro del proceso que adelanta el señor CARLOS AUGUSTO DURANGO MEDINA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00030-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Augusto Durango Medina que la justicia laboral declare que tiene derecho a que disfrutar la pensión de vejez reconocida por la AFP Porvenir S.A. a partir del 1º de marzo de 2013 y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar el retroactivo pensional causado desde esa calenda hasta el 30 de mayo de 2015, reajustando las mesadas pensionales de los años 2014 y 2015 conforme el IPC respectivo, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que por medio de comunicación de 15 de mayo de 2015, la AFP Porvenir S.A. le informó que tenía derecho a la pensión de vejez en el RAIS a partir del 1º de junio de 2015 en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.457.075; para ese momento él se encontraba desafiliado al sistema general de pensiones al haber cesado en sus funciones como docente de la Universidad Tecnológica de Pereira a partir del 1º de marzo de 2013, entidad ésta que procedió a realizar el retiro efectivo en la planilla integral de liquidación de aportes; finalmente considera que la normatividad aplicable al tema es la establecida en el Acuerdo 049 de 1990, de conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la Ley 100 de 1993.
Al dar respuesta a la demanda –fls.46 a 75- la AFP Porvenir S.A. expuso que el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del señor Carlos Augusto Durango Medina solamente podía hacerse a partir del 1º de junio de 2015, pues fue únicamente hasta ese momento que se conformó el capital necesario para ello, cuando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público expidió la resolución del cupón principal del Bono Pensional; razón que la lleva a oponerse a las pretensiones de la demanda. Formuló como excepciones de mérito las que denominó “Genérica”, “Buena fe”, “Falta de causa para pedir”, “Prescripción”, “Cobro de lo no adeudado y/o inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Inexistencia del capital suficiente”, “Compensación”, “Falta de legitimación en la causa por parte de Porvenir S.A. en la liquidación, emisión, rentabilidad y redención del bono pensional tipo A a favor del afiliado” y “Exoneración de condena en costas y de intereses de mora”.
En sentencia de 16 de mayo de 2018, la funcionaria de primera instancia después de exponer las características del régimen de ahorro individual con solidaridad y todo lo concerniente a la emisión, expedición y redención de los bonos pensionales tipo A, declaró que el señor Carlos Augusto Durango Medina tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez reconocida por la AFP Porvenir S.A. desde el 1º de marzo de 2013, fecha en la que esa entidad contaba con toda la información necesaria para definir el monto de la prestación económica bajo la modalidad de retiro programado, en consideración a que desde el 30 de enero de 2010 se había redimido normalmente el Bono Pensional Tipo A del que es beneficiario el accionante.
Conforme con esa decisión, ordenó a la sociedad accionada efectuar el cálculo para determinar cuál es el valor de la pensión de vejez para el 1º de marzo de 2013 y los años subsiguientes, teniendo en cuenta toda la información necesaria para ello, como lo son el valor del capital consignado en la cuenta de ahorro individual con sus respectivos rendimientos, más el valor del Bono Pensional Tipo A, la edad de sus beneficiarias y demás condiciones necesarias para tal fin, y en caso de que la mesada para los años 2015 en adelante sean inferiores a la que devengó, se hagan las compensaciones correspondientes, con el objeto de definir si hay lugar o no al reconocimiento y pago de retroactivo pensional.

A continuación ordenó también poner en conocimiento del demandante los resultados obtenidos, con el fin de que exprese si acepta eventualmente las consecuencias del recálculo de la pensión de vejez.

Condenó a la AFP a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 1º de agosto de 2013 y hasta que se verifique el pago de las mesadas adeudadas.

En lo que concierne a la pretensión encaminada a que se ordene el reajuste de la pensión con base en los IPC, la a quo no accedió a ello, expresando que en el RAIS en cada anualidad se debe de hacer un recálculo de la mesada pensional, teniendo en cuenta el capital existente en la cuenta de ahorro individual, situación que puede devenir eventualmente en la reducción del valor de la misma.

Finalmente condenó en costas a la sociedad demandada en un 90% de las causadas.

Inconforme con la decisión, la AFP Porvenir S.A. interpuso recurso de apelación insistiendo en que esa entidad hizo todos los trámites pertinentes para reconocer en tiempo la pensión de vejez a favor del señor Carlos Augusto Durango Medina, indicando que tal hecho solo podía hacerse efectivo a partir del mes de mayo del año 2015, puesto que fue solo hasta el mes anterior que se hizo efectivo el pago del Bono Pensional Tipo A por parte de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el que concurrieron como contribuyentes Colpensiones y la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira, es decir, únicamente era posible conocer si el demandante acreditaba los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez en el RAIS en ese momento y no con anterioridad como lo determinó la falladora de primer grado; razones por las que no hay lugar a reconocer como fecha de disfrute pensional el 1º de marzo de 2013, ni mucho menos que se ordene el reconocimiento y pago de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Efectuó correctamente la AFP Porvenir S.A. el procedimiento tendiente a obtener el pago del Bono Pensional Tipo A en la cuenta de ahorro individual del señor Carlos Augusto Durango Medina?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el accionante a que se le reconozca y pague el retroactivo pensional que solicita?

Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

1. EMISION, EXPEDICIÓN, REDENCIÓN Y PAGO DE LOS BONOS PENSIONALES.

Define el artículo 5º del Decreto 1748 de 1995 adicionado por el artículo 1º del Decreto 1513 de 1998, que la emisión del bono pensional es el momento en que se confirma o certifica la información contenida en la liquidación provisional del mismo, en el caso de emisores privados, o el momento en que queda en firme el acto administrativo que reconoce el derecho al bono pensional, en el caso de emisores públicos; mientras que por la expedición del bono se entiende como tal el momento de suscripción del título físico o del ingreso de la información al depósito central de valores.

En cuanto a la redención de los bonos pensionales, si bien no hay una norma que defina cuál es su concepto, lo cierto es que al analizar los artículos 15 y 16 del Decreto 1748 de 1995, se infiere que por redención se debe entender el momento a partir del cual la obligación se hace exigible al emisor, estableciéndose en el artículo 20 de ese cuerpo normativo, que la redención normal del bono, por regla general, se efectúa en la fecha en la que el afiliado cumple los 62 años en el caso de los hombres y 60 años en el de las mujeres.

Ahora bien, una vez redimido el bono pensional en las edades previstas anteriormente, el pago del mismo se hace exigible, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 17 del precitado Decreto, el emisor pagará el bono a su legítimo tenedor dentro del mes siguiente a la fecha en la cual reciba de éste la solicitud de pago en la forma que el emisor haya establecido, sin embargo, para los bonos tipo A con redención normal no se requiere solicitud y se pagarán dentro del mes siguiente a fecha de redención. En todo caso, si el emisor o el responsable de cuota parte de un bono no pagaren dentro del plazo establecido en el inciso anterior, reconocerán automáticamente intereses de mora a partir de la fecha límite, a la tasa establecida en el artículo 12 ibídem.

2. PROCESO DE SOLICITUD DE EMISIÓN DE BONOS PENSIONALES.

Prevé el artículo 20 del Decreto 656 de 1994, que es función de las administradoras de fondos de pensión adelantar por cuenta del afiliado, pero sin ningún costo para él, las acciones y procesos de solicitud de emisión de bonos pensionales y de pago de los mismos cuando se cumplan los requisitos establecidos para su exigibilidad. 

Bajo esa condición establece a continuación, que las solicitudes de emisión de bonos pensionales deben ser presentadas por la respectiva administradora dentro de los seis meses inmediatamente siguientes a la vinculación del afiliado, siendo su deber, efectuar un seguimiento trimestral hasta tanto sea efectivamente emitido.
3. CONSECUENCIAS QUE GENERA LA FALTA DE PRESENTACION OPORTUNA DE LA SOLICITUD DE EMISIÓN DE BONO PENSIONAL.

En el artículo 21 del referenciado Decreto 656 de 1994, se determinan las consecuencias que genera el incumplimiento de los deberes asignados por el legislador a las administradoras de fondos de pensiones, estableciendo que cuando no existan recursos suficientes en la cuenta de ahorro individual para atender el pago de una pensión ante la falta de presentación oportuna, entre otras, de las solicitudes de pago de los bonos pensionales, por razones imputables a éstas, deberán reconocer pensiones provisionales con cargo a sus propios recursos y no a cargo de la cuenta de ahorro individual del afiliado.
Pero en todo caso, en el inciso tercero y con el objeto de que no exista duda frente a las consecuencias que conlleva el incumplimiento de los deberes de las administradoras pensionales, de manera categórica determinó que “En general, corresponderá a las administradoras asumir pensiones provisionales con cargo a sus propios recursos en todos aquellos casos en los cuales el afiliado no disponga de la totalidad de las sumas a que tendría derecho para atender su pensión por falta de cumplimiento oportuno y adecuado de sus obligaciones por parte de la administradora”. 
EL CASO CONCRETO

Al sustentar el recurso de apelación, la AFP Porvenir S.A. afirmó haber cumplido con todos los trámites tendientes a obtener el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del señor Carlos Augusto Durango Medina, situación que se consolidó el 15 de mayo de 2015 cuando se le reconoció efectivamente la prestación económica en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.457.075, como en efecto se evidencia en documento expedido por la AFP visible a folios 9 y 10 del expediente.

Bajo esos presupuestos, lo que corresponde verificar en sede de apelación, es si, como lo afirma la entidad accionada, cumplió adecuadamente con sus deberes para reconocer la pensión de vejez, dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha en que se elevó la petición por parte del señor Durango Medina.

No es punto de discusión entre las partes, que el actor tenía derecho a un bono pensional tipo A, al haber estado afiliado al otrora ISS antes del 1º de abril de 1994 y haberse trasladado posteriormente al RAIS por medio de la afiliación que hizo a la AFP demandada, no solo porque así lo acepta Porvenir S.A. al dar respuesta a la demanda –fls.46 a 75-, sino porque de ello da fe documento emitido por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fls.189 a 191- consistente en la liquidación, precisamente del Bono Pensional.
En dicho documento, así como con la copia del formato de vinculación del señor Carlos Augusto Durango Medina a la AFP demandada –fl.76- se observa que la afiliación al RAIS por parte de éste ocurrió el 11 de febrero de 1999, por lo que a partir de ese momento y conforme a lo establecido en el artículo 20 del Decreto 656 de 1994, era obligación de la AFP iniciar dentro de los seis meses siguientes, el trámite para la emisión del Bono Pensional Tipo A por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través de su Oficina de Bonos Pensionales, es decir, debió presentar la solicitud a más tardar el 10 de agosto de 1999 y trimestralmente continuar haciendo seguimiento, con el fin de obtener la emisión del bono pensional, a efectos de, posteriormente, lograr el pago o desembolso del capital representado en él, a la cuenta de ahorro individual del actor dentro del mes siguiente a su redención normal, que en el caso del señor Durango Medina tenía como fecha el 30 de enero de 2010 cuando cumplió los 62 años de edad.
No obstante lo anterior, al revisar el documento emitido por la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fls.189 a 191- lo que se demuestra es que la AFP Porvenir S.A. incumplió con ese deber, ya que inexplicablemente solo vino a elevar la solicitud de emisión del Bono Pensional Tipo A a favor de su afiliado el 7 de noviembre de 2014, es decir, 15 años 8 meses y 15 días después de surtido el traslado del RPM al RAIS, sin que obre prueba en el plenario que justifique esa excesiva tardanza.
Es que nótese que la redención normal del Bono Pensional Tipo A se produjo el 30 de enero de 2010 y si la AFP hubiere cumplido con los términos establecidos en el artículo 20 del Decreto 656 de 1994, dentro del mes siguiente a dicha calenda hubiere obtenido el pago del capital incorporado en ese título de deuda pública para que hiciera parte de la cuenta de ahorro individual del accionante, quien dicho sea de paso advertir, no hizo inmediatamente la solicitud de reconocimiento pensional ante Porvenir S.A., pues ello solo aconteció el 27 de diciembre de 2012 –fls.122 a 125-, contando la entidad accionada con un tiempo adicional para gestionar la emisión del Bono Pensional Tipo A, del cual no hizo uso, al punto que resulta inconcebible que a pesar de haberse efectuado en ese momento la reclamación de reconocimiento, 27 de diciembre de 2012, solo haya iniciado el proceso de emisión ante la OBP casi dos años después, esto es, el 7 de noviembre de 2014, situación ésta que impidió que diera respuesta dentro de los cuatro meses siguientes a la petición, establecido en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 1993, que al respecto dice: “Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro (4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente documentación que acredite su derecho. Los fondos no podrán aducir que las diferentes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte”.
Demostrado entonces como se encuentra el incumplimiento de sus deberes por parte de la AFP Porvenir S.A. al no haber iniciado en término el trámite para la emisión y pago del Bono Pensional Tipo A en favor del señor Carlos Augusto Durango Medina, lo que debe examinarse es si esa omisión se constituyó en un obstáculo para que no existieran recursos suficientes en su cuenta de ahorro individual para reconocerle y pagarle la pensión de vejez a partir del 1º de marzo de 2013, fecha en la cual se desafilió del sistema general de pensiones.
Sobre ese aspecto, el matemático - actuario Walter Orozco Salazar, quien compareció al proceso en calidad de perito, en documento visible a folios 215 a 217, sostuvo que para poder reconocer la pensión de vejez en el caso del señor Carlos Augusto Durango Medina, era indispensable conocer el valor del Bono Pensional.

Ahora bien, según certificación emitida por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público –fls.187 a 188-, el valor del Bono solo fue conocido cuando se emitió y ordenó su pago en la resolución Nº 13958 de 29 de abril de 2015, lo que muestra que la omisión en el trámite de ese instrumento de deuda pública implicó que no se acumulara capital suficiente en la cuenta de ahorro individual del demandante, lo cual derivó en que la entidad accionada no atendiera el pago de la prestación económica a partir del 1º de marzo de 2013, habiéndose hecho la petición por parte del afiliado desde el 27 de diciembre de 2012.

Tal situación generaría como consecuencia, con base en lo previsto en el artículo 21 del Decreto 656 de 1994, que la AFP asuma con cargo a sus propios recursos, el pago del retroactivo pensional causado entre el 1º de marzo de 2013 y el mes de abril de 2015, debiendo realizar el cálculo de la mesada con base en el valor del capital acumulado en la cuenta de ahorro individual, sus rendimientos y el Bono Pensional Tipo A, sin que en nada afectara el valor de la pensión para el año 2015, pues como ya se advirtió, ese retroactivo pensional se cancelaría con cargo a los recursos de Porvenir S.A.
A esa conclusión llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL196 de 23 de enero de 2019, en el que en un caso de similares connotaciones manifestó:
“Así las cosas, considera la Sala que quien debe asumir el retardo en el reconocimiento pensional era la AFP y no la afiliada y, por tanto, resulta procedente el reconocimiento del retroactivo pensional que persigue la actora, quien tardó casi 6 años para obtener el pago de su pensión anticipada de vejez, lo cual resulta inaceptable, máxime que tal dilación obedeció a un  trámite que le era ajeno y en el cual intervinieron diversas entidades del sector de la seguridad social. 

En este orden, al estar demostrada la negligencia de la AFP accionada para adelantar la emisión del bono pensional a favor de la actora, a partir del mes de enero de 2002, cualquier omisión probatoria del sentenciador de segundo grado frente a los referidos medios de convicción, carece de la fuerza o entidad suficiente para quebrantar la sentencia impugnada.”.

Con base en lo expuesto, tal y como ya se dijo, habría lugar a condenar a la AFP accionada a reconocer el retroactivo pensional causado, en la forma descrita anteriormente, sino fuera porque en esta oportunidad Porvenir S.A. actúa en esta sede como apelante único y por lo tanto, en virtud al principio de la no reformatio in pejus, no es posible modificar las condenas impuestas en el curso de la primera instancia; razón por la que la decisión adoptada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito se mantendrá incólume.

Costas en esta instancia a cargo de la entidad accionada en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas a la parte recurrente en un 100%.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
      OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
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SALVAMENTO DE VOTO

Con todo respeto me aparto de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero que la decisión que llegó en alzada debía ser revocada porque el demandante no acreditó el requisito indispensable para la prosperidad de sus pretensiones, como fue declarado en primera instancia, y en esa medida prosperaba parcialmente el recurso de apelación presentado por la AFP demandada.

En efecto, en el caso de ahora la AFP incumplió con la tramitación y obtención del bono pensional dentro del término dispuesto por la legislación; sin embargo, tal incumplimiento arrojaba como consecuencia necesaria el reconocimiento de una pensión provisional con cargo a los recursos de la administradora pensional, pretensión que no fue elevada por el demandante y en tanto la AFP era apelante único entonces ninguna modificación podía hacerse en ese sentido, tal como lo concluyó acertadamente la Sala Mayoritaria. 

Sin embargo, y a pesar de que comparto la anterior argumentación su consecuencia no era confirmar la decisión, sino revocarla en tanto que aparecía suficiente el argumento de la apelante, tendiente a evidenciar que solo hasta el año 2015 Carlos Augusto Durango Medina contó con el capital suficiente para acceder a la pensión, pues dicho rubro no solo se conformaba con el bono pensional, sino también con sus aportes y rendimientos, sin que Carlos Augusto Durango Medina alcanzara acreditar el presupuesto básico de su pretensión, esto es, que para el año 2013 contaba con el capital suficiente para acceder a una pensión de vejez en cuantía de $1’457.075 siendo su deber, pues ninguna prueba allegó en ese sentido, que por demás, únicamente podía incluir el saldo de los aportes obligatorios, voluntarios y rendimientos financieros, sin bono pensional alguno, pues la AFP incumplió con su tramitación en tiempo. 

Mantener la decisión de la a quo implicaba una clara violación de la cláusula constitucional que otorga el derecho a la pensión de vejez en el RAIS, siempre y cuando se cuente con el capital suficiente, circunstancia que no ocurrió en el plenario, pues se itera ninguna prueba fue allegada con dicho propósito.
En estos términos salvo mi voto.

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada
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